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Resumen
Se analiza la reciente reforma constitucional al Poder Judicial de la Federación (PJF), previo
planteamiento del contexto en que fue presentada. Posteriormente se examinan los artícu-
los que abarca, precisando que regulan, en qué consistió la variación y cuáles serán las conse-
cuencias. A partir de esto se arriba a diversas conclusiones sobre las adecuaciones que ten-
drán lugar en el PJF y los problemas que pueden surgir.
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Abstract
The recent constitutional reform to the Federal Judicial Branch (PJF) is analyzed, after 
considering the context in which it was presented. Subsequently, the articles it covers are
examined, specifying what they regulate, what the variation consisted of and what the
consequences will be. From this, various conclusions are reached about the adjustments
that will take place in the PJF and the problems that may arise.
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Introducción
El 11 de marzo de 2021 el Diario Oficial de la Fe-
deración publicó el decreto por el que se decla-
ran reformadas y adicionadas diversas dispo-
siciones de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos. Dicho decreto, emi-
tido el día anterior, fue expedido en uso de 
las facultades que le confiere el propio orde-
namiento en su artículo 89, fracción I por el 
presidente Andrés Manuel López Obrador y 
refrendado por la secretaria de Gobernación, 
Dra. Olga María del Carmen Sánchez Cordero
Dávila.

Con ello se cristalizó la iniciativa que bajo el 
nombre “Reforma Judicial con y para el Poder 
Judicial” suscribiera el Presidente de la Re-
pública el pasado 12 de febrero de 2020 en su 
acostumbrada conferencia mañanera, hacien-
do suya la propuesta del ministro presidente 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN), a fin de presentarla al Senado de la 
República para dar inicio a la actividad del 
Órgano Reformador de la Constitución, antes 
Constituyente Permanente (Tena, 2000), en su 
función de enmendar las disposiciones cons-
titucionales según la propuesta.

Cabe señalar que el artículo 135 de la Consti-
tución1  prevé una cláusula de reformabilidad. 
Conforme a ella, la Constitución se ajusta a 
sus tiempos, a través de lo que hoy algunos 
tratadistas refieren como Poder Reformador 
(Carbonell, 2011) u Órgano Revisor (Carpizo, 
2011), además del término Órgano Refor-
mador de la Constitución (SCJN, 2002), 
que ha utilizado la SCJN en sus tesis.

En esta ocasión las reformas inciden en diver-
sos artículos de la Carta Magna que imponen 
al legislador ordinario, a su vez, modificar 
otras disposiciones legales, que con seguri-
dad podrán ser la Ley Orgánica del PJF, la Ley

Artículo 135. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se re-
quiere que el Congreso de la Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden las reformas o adiciones, y que 
éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los Estados y de la Ciudad de México. El Congreso de la Unión o la Comisión Per-
manente, en su caso, harán el cómputo de los votos de las Legislaturas y la declaración de haber sido aprobadas las adiciones o reformas.

de Amparo y algunas más. Para ello, el Poder
Reformador Constitucional concedió al Con-
greso de la Unión 180 días para aprobar la
legislación secundaria.

Reforma al Poder Judicial de la Federación
Durante el sexenio del presidente López Obra-
dor se han reformado 50 veces variados artí-
culos de la Constitución; los 8 últimos son el
motivo del presente análisis. Posteriormente
se hacen comentarios relativos a cada uno de
ellos, en su orden, acerca de su implicación
en el Sistema Jurídico Mexicano. 

Artículo 94. Este artículo, en el que se contiene 
la composición del PJF, al modificar su pri-
mer párrafo integra como parte de este Poder 
a los Plenos Regionales, nueva figura que se 
incorpora en lugar de los Plenos de Circuito, 
y a la que además se le otorgan mayores atri-
buciones. Así mismo, se sustituye a los Tribu-
nalesUnitarios de Circuito por Tribunales Co-
legiados de Apelación. 

En ese sentido, aunque en la legislación ordi-
naria se encuentra regulada la figura de los 
Plenos de Circuito, cuya atribución esencial 
es decidir qué tesis deben prevalecer ante las 
contradicciones existentes en las emitidas por 
los Tribunales Colegiados de cada uno de los 
32 Circuitos Judiciales Federales del país 
(2019), ahora, esos Plenos de Circuito, que 
llegaron a ser 34, se transforman en Plenos 
Regionales y, conforme al artículo Quinto 
Transitorio del Decreto de reforma, será el 
Consejo de la Judicatura Federal (CJF) el 
que adoptará las medidas necesarias para tal
transformación. Para ello, el Órgano Reforma-
dor de la Constitución le indica que agrupe a 
los Circuitos Judiciales Federales “(…) según 
las cargas de trabajo y las estadísticas de 
asuntos planteados y resueltos”. Ello impli-
cará la interpretación de este lineamiento 
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por parte del CJF: ¿deberá agrupar Circui-
tos en dos, en tres o en qué cantidad? O, si 
el Circuito correspondiente a la Ciudad de 
México tiene más asuntos o carga laboral, 
¿irá solo? En fin, la falta de técnica legislati-
va del Poder Reformador de la Constitu-
ción hace que al no preverse tal situación, el 
CJF, en su libertad configurativa, tenga am-
plio margen.

La observación es que eleva a rango consti-
tucional a los Plenos Regionales, y al hacerlo
les da el carácter de órgano jurisdiccional, 
lo que antes no sucedía con los Plenos de Cir-
cuito, pues eran solamente la reunión de pre-
sidentes de Tribunales Colegiados del Circui-
to para decidir sobre tesis en discrepancia 
emanadas de sus Tribunales Colegiados, pero
sin ser órganos jurisdiccionales, sino de de-
cisión sobre criterios jurisdiccionales. Así lo 
determinó el acuerdo 14/2013 del CJF alusi-
vo a la integración y funcionamiento de los 
Plenos de Circuito (DOF 2013).

Sobre la transformación de los Tribunales 
Unitarios de Circuito en Tribunales Colegia-
dos de Apelación, lo trascendente es que lo re-
suelto por un Juez de Distrito en primera 
instancia, al recurrirse, su resolución no será 
revisada por un Tribunal de sólo un miem-
bro, al igual que el juzgador inicial, sino que la
alzada estará a cargo de un Tribunal Colegia-
do, seguramente integrado por tres magistra-
dos  federales, al igual que los Tribunales Cole-
giados de Circuito, aunque esta determina-
ción quedará en manos de la libertad de con-
figuración correspondiente al legislador or-
dinario, quien deberá regular su integración 
en la Ley Orgánica del PJF, donde, incluso, po-
dría decidir por cinco, al no existir una limi-
tación constitucional.

La reforma al quinto párrafo tiene como 
única finalidad incluir a los Plenos Regio-
nales, para que exista la posibilidad de regu-
lar sus competencias, además de por el le-
gislador ordinario, por los acuerdos genera-
les que al respecto emitan la SCJN y el CJF.  
En cuanto al sexto párrafo, su reforma consis-

te en sustituir los Tribunales Unitarios de 
Circuito por Tribunales Colegiados de Apela-
ción, a fin de estar en posibilidad de, al igual 
que los Tribunales Colegiados de Circuito y 
los Juzgados de Distrito, determinar su nú-
mero, competencia y especialización por par-
te del CJF. 

Con relación al séptimo párrafo del artículo 
94, la atribución para establecer Plenos de 
Circuito, que correspondía al CJF, al variar-
se a Plenos Regionales y pluralizarse (“me-
diante acuerdos establecerán”), posibilita que 
tanto el CJF como la SCJN tengan compe-
tencia para su creación. Lo trascendente de 
esta reforma es que se les dé el carácter de 
órganos jurisdiccionales, lo que se deriva de: 
“(…) Plenos Regionales, los cuales ejercerán
jurisdicción sobre los circuitos que los pro-
pios acuerdos determinen”. Con seguridad,
la intención a futuro será descargar gran par-
te de la actividad que aún conserva la Corte,
ya sea actuando en Pleno o en Salas, en 
estos Plenos Regionales, que serán peque-
ñas Cortes que ejercerán jurisdicción sobre
los territorios que comprenda la región asig-
nada.

Lo anterior se confirma al analizar el noveno 
párrafo, en el que incluye dentro de la facul-
tad de la SCJN formular acuerdos generales 
que le permitan remitir asuntos a Tribuna-
les Colegiados de Circuito lo mismo que a los 
Plenos Regionales, a más de suprimir la limi-
tación que existía de esta atribución, que res-
tringía sólo a aquellos casos en que la Corte 
hubiese emitido jurisprudencia o que así lo
determinara para la mejor impartición de jus-
ticia.

En lo tocante a la reforma al párrafo déci-
mo, que concierne a la conformación de la 
jurisprudencia, el constituyente deja en la ley 
ordinaria definir cuándo se genera la obliga-
toriedad de la jurisprudencia, aunque supri-
me  la  referencia a Plenos de Circuito y sólo 
menciona a los Tribunales de la Federación, 
lo que fortalece el considerar a los Plenos 
Regionales como nuevo órgano jurisdicional. 
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Así también, suprime la posibilidad de sus-
titución de la jurisprudencia, para reducir-
la a su interrupción. También esta reforma 
inserta un nuevo párrafo; a partir de ahora 
el décimo primero, que adiciona al concepto 
tradicional de jurisprudencia para incluir
como tal a las razones que sustenten una 
sentencia dictada por el Pleno o las Salas de
la SCJN, por mayoría de ocho y de cuatro
votos. El problema que puede presentarse
es semántico, relativo a lo que debemos de
entender por esas mayorías: más de ocho
votos serían nueve y más de cuatro serían
cinco, aunque en la práctica jurisdiccional
federal precisan el término “por mayoría” 
para fijar una mayoría calificada de un de-
terminado número de votos, aunque con una
correcta técnica legislativa no habría lugar
 a dudas.

Artículo 97. La reforma a este artículo, en 
primer lugar, tiene una finalidad inclusiva, 
pues agrega a los términos masculinos utili-
zados en el texto anterior los femeninos “Ma-
gistradas de Circuito y Juezas de Distrito”; en 
segundo, limita la  obtención de la inamovili-
dad en ambos cargos si se les ratifica a la con-
clusión de su periodo inicial de seis años,
suprimiendo en el nuevo texto la posibilidad
de ratificación por haber sido promovidos a
cargos superiores.

Se añade además lo que ahora es el segundo 
párrafo de la disposición, que precisa: 

El ingreso, formación y permanencia de 
las Magistradas y los Magistrados de
Circuito, las Juezas y los Jueces de Dis-
trito, y demás personal de carrera ju-
dicial del Poder Judicial de la Federa-
ción, se sujetarán a la regulación esta-
blecida en las disposiciones aplicables.

Lo concerniente al establecimiento de la ca-
rrera judicial está contemplado en el ar-
tículo 105 de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial, sin embargo, ahora se instituye cons-
titucionalmente, atribuyendo al legislador or-
dinario, a la SCJN y al CJF la obligación de 

emitir disposiciones que sean aplicables al 
ingreso, formación y permanencia del perso-
nal considerado dentro de la carrera judicial.

Por último, la reforma también está relacio-
nada con la igualdad de género al reiterar la 
atribución de la SCJN para nombrar y remo-
ver “a sus secretarios y secretarias y demás 
funcionarios y empleados”. Esto implicará, al 
hacer la distinción de secretarios y secreta-
rias, pero no de funcionarios y empleados, a 
las funcionarias y empleadas ¿la Corte no po-
drá removerlas? Otra falta más en la técnica
legislativa de la iniciativa propuesta y apro-
bada tal cual.

En lo que concierne a los Tribunales de Cir-
cuito y Juzgados de Distrito, al tratar el tema 
del nombramiento y remoción, refiere “fun-
cionarias, funcionarios y empleados”, pero no
a empleadas, y remite a las disposiciones a-
plicables, cuando en la redacción anterior 
del artículo se precisaba que dichas acciones 
serían conforme a “la ley respecto de la carre-
ra judicial”. Seguramente quedó en una buena 
intención, pues dicha legislación no se for-
muló, sino que la carrera quedó regulada den-
tro de la Ley Orgánica del Poder Judicial
 de la Federación.

Artículo 99. Este artículo sienta las bases 
constitucionales del Tribunal Electoral del 
PJF que corresponden a su conformación, in-
tegración y atribuciones. La reforma modifi-
ca el párrafo séptimo, que alude al  criterio de
alguna Sala del Tribunal Electoral del PJF 
acerca de la inconstitucionalidad de un acto
o resolución, o a la interpretación de un pre-
cepto constitucional que contravenga algún
otro que haya sido emitido por las Salas o
el Pleno de la Corte. 

La variación consiste en el cambio de la 
palabra “tesis” por “criterio” y, en un ánimo 
igualitario, se incluye a las ministras dentro 
de quienes pueden denunciar la contradic-
ción, a fin de que el Pleno de la SCJN deter-
mine cuál de los criterios debe prevalecer. 
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Se agrega al último párrafo que ya no se limita 
el ingreso, formación, permanencia y demás 
cuestiones inherentes a los miembros de 
carrera judicial a lo que diga la ley secunda-
ria, sino que precisa que se sujeten a la re-
gulación contenida en las disposiciones apli-
cables. Ello implicará que no solamente el 
legislador, a través de la ley ordinaria, sino
también el CJF, mediante sus acuerdos ge-
nerales, contarán con atribuciones para re-
gular la carrera judicial.

Artículo 100. Este artículo fija las bases cons-
titucionales para la existencia y actuación 
del CJF. La reforma toca su séptimo párrafo 
con un cambio y una adición, que consisten 
en impulsar la igualdad de género al añadir 
a la formación y actualización de funciona-
rios, a las funcionarias, y a los principios que
rigen la carrera judicial, el de paridad de gé-
nero. Ello obliga al CJF, encargado del nom-
bramiento de jueces y magistrados con base
en la carrera judicial, a que haya dentro del 
PJF tantas juezas de Distrito y magistradas
de Circuito como jueces y magistrados. No 
obstante, este principio no rige en el caso de 
la integración de la SCJN ni del propio CJF, 
pues están fuera de la carrera judicial, y la 
Constitución no impone este principio para
la conformación de estos órganos. La adición
precisa: 

El Consejo de la Judicatura Federal con-
tará con una Escuela Federal de Forma-
ción Judicial encagada de implemen-
tar los procesos de formación, capacita-
cióny actualización del personal juris-
diccional y administrativo del Poder Ju-
dicial de la Federación y sus órganos 
auxiliares, así como de llevar a cabo los 
concursos de oposición para acceder a 
las distintas categorías de la carrera ju-
dicial en términos de las disposiciones
aplicables.

De lo anterior puede considerarse que se su-
prime el Instituto de la Judicatura Federal 
para dar paso a la Escuela Federal de Forma-
ción Judicial, que no sólo atenderá la pre-

paración del personal susceptible de realizar 
la carrera judicial, sino también del personal 
administrativo y de sus órganos auxiliares, en-
tre otros, el Instituto Feferal de Defensoría
Pública.

Además, se incorpora un párrafo, que a partir 
de esta reforma es el octavo, relacionado con 
la obligación de prestar el servicio de defen-
soría pública por parte del CJF a través del 
Instituto Federal de Defensoría Pública. Así,
también se agrega: “La Escuela Federal de 
Formación Judicial será la encargada de ca-
pacitar a las y los defensores públicos, así 
como de llevar a cabo los concursos de opo-
sición”, lo cual es un agregado innecesario, 
toda vez que ya en el párrafo inmediato ante-
rior se le dio rango constitucional a la Es-
cuela  Federal de Formación Judicial, con la 
responsabilidad de preparar a los defenso-
res públicos federales y realizar los concur-
sos para su ingreso y promoción, bajo el linea-
miento de oposición.

Y es que el Instituto Federal de Defensoría Pú-
blica es un órgano auxliar del PJF, por lo que 
quedaría suficientemente regulado con ese 
párrafo. Una reforma más a esta disposición 
se presenta en el otro párrafo octavo, hoy no-
veno, del artículo en cuestión al suprimirse 
el recurso, antes posible, de objetar la desig-
nación de magistrados y jueces realizada por
el CJF. Así mismo, se anexa el término “Magis-
tradas y Juezas”, con un ánimo igualitario en 
cuanto al género, y quedar incluidas en el re-
curso, el cual se tramitará ante la SCJN para
que verifique si dichas acciones se realizaron 
con apego a la Constitución y a la ley, cuan-
do anteriormente solo remitía a la “ley or-
gánica respectiva”. 

Se agregan dos párrafos más que ahora serán 
el décimo y el décimo primero. El primero, 
para regular la supresión del recurso contra 
la designación de los servidores públicos an-
tes mencionados. Ahora establece un nuevo 
recurso de reconsideración ante el propio CJF 
para impugnar los resultados de los concur-
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sos de oposición. Aquí la duda será si todos 
los miembros de la carrera judicial, además 
de los ya citados ( jueces y magistrados, juezas 
y magistradas), tendrán derecho a impugnar 
los resultados de los concursos de oposición 
que, a partir de hoy, por obligación constitu-
cional deberán realizarse para cualquier pro-
moción de quienes se encuentren dentro
de la carrera judicial, que no sólo son jue-
ces y magistrados. 

El ahora décimo primer párrafo establece 
una excepción a las reglas de turno y compe-
tencia para que el CJF determine la concen-
tración de asuntos vinculados a violaciones 
graves a derechos humanos. A lo único que 
sujeta la Constitución esta decisión es a que
la idoneidad de la concentración se tome en 
función del interés social y del orden públi-
co. Esta posibilidad, si bien busca que se acu-
mulen los asuntos de un tema determinado 
en uno o varios órganos jurisdiccionales, para
facilitar su decisión, también es un arma
de dos filos, pues puede generar juzgadores 
a modo para el CJF que resuelvan los asun-
tos de trascendencia política, riesgo graví-
simo para la independencia judicial. Por
otra parte, el término violaciones graves a
los derechos humanos genera la duda acerca
de las violaciones: ¿cuándo son graves y 
cuándo no?, máxime si no se establece quién
determinará si lo son o no. El legislador con-
stitucional aquí hace gala de su falta de téc-
nica legislativa al reglamentar de forma in-
completa la atribución.

Artículo 105. Este dispositivo regula los 
medios de protección constitucional conoci-
dos como controversias constitucionales y 
acciones de inconstitucionalidad, a más de 
la facultad de atracción de la SCJN de recur-
sos de apelación en temas de legalidad. La 
modificación aprobada tocó algunos puntos 
de la controversia constitucional, a saber:

La fracción I, a fin de restringir las contro-
versias constitucionales a infracciones a la 
Constitución General de la República al limi-
tar que se promuevan “sobre la constitucio-

nalidad de las normas generales, actos u omi-
siones”. Así, sólo podrán iniciarse cuando se
afecte la Constitución o Tratados Interna-
cionales sobre Derechos Humanos de los 
que el Estado Mexicano sea parte, como lo 
precisa la adición del párrafo final a esta
primera fracción.

Esta misma fracción, relativa a quienes son
los legitimados para promover controversias
constitucionales, contiene incisos de la a) a
la l) y la reforma toca algunos de ellos: a
los h), i), j) y l) se les suprime “sobre la
constitucionalidad de sus actos o disposicio-
nes generales”, ya que el añadido al último 
párrafo limita las controversias a violaciones 
de la Constitución y no abarca un concepto 
amplio de inconstitucionalidad que pudiese 
presentarse por un acto, omisión o norma ge-
neral que en una entidad federativa se diera 
acerca de la violación a su Constitución Polí-
tica local. Ello fortalecerá la promoción de
controversias constitucionales locales ante 
los Tribunales Constitucionales o las Salas 
Constitucionales en los Estados en que exis-
tan, pues para ocurrir a la Corte directamen-
te la violación tendrá que ser a la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexica-
nos o a los Tratados Internacionales de Dere-
chos Humanos de los que México sea parte.

Al inciso k), que se encontraba derogado, hoy 
se le inserta un nuevo texto, con la intención 
de incrementar los órganos legitimados para 
promover controversias constitucionales. A 
partir de la reforma en análisis, también 
podrán hacerlo los Órganos Constitucionales
Autónomos de una entidad federativa, uno 
respecto de otro, y uno de éstos contra el 
Poder Ejecutivo o el Legislativo de ese Estado.

Al inciso l) se le suprime, además: “Lo dis-
puesto en este inciso será aplicable al orga-
nismo garante que establece el artículo 6º de 
esta Constitución”. Esto devenía de la mala 
técnica legislativa del Órgano Reformador de
la Constitución, ya que era innecesaria la re-
ferencia, pues al ser el Instituto Nacional de 
Acceso a la Información Pública y Protec-
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ción de Datos Personales (INAI), antes IFAI, 
un Órgano Constitucional Autónomo, se ubi-
caba en este supuesto, sin necesidad de que 
lo aclarara así la propia Constitución.
Reiterando, la adición del último párrafo a 
esta fracción limita la materia de las contro-
versias constitucionales federales a las vio-
laciones a la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, así como a los dere-
chos humanos reconocidos en los Tratados
internacionales de los que el Estado Mexica-
no sea parte. Tal situación implica coheren-
cia, pues los derechos humanos derivados
de tales convenciones, conforme al artículo 1º
de nuestra Carta Maga, forman parte de la
Constitución Mexicana.

La fracción III, que conserva la facultad de 
atracción de la SCJN de asuntos de legalidad 
a tratar en el recurso de apelación, su modi-
ficación es solamente para adecuar el texto 
constitucional a la nueva estructura de ape-
lación federal a cargo del Tribunal Colegia-
do de Apelación, en sustitución del Unitario,
a más de, en reconocimiento a la igualdad
de género, incluir a la posible Consejera Ju-
rídica del Ejecutivo y a la probable Fiscal Ge-
neral de la República.

Artículo 107. Este artículo brinda el sustento 
constitucional del juicio de amparo. Su modi-
ficación inicia con su fracción II, referente 
a la comunicación a la autoridad emisora de 
una norma que haya sido declarada incons-
titucional. Ahora no será necesario que exis-
tan dos resoluciones en juicio de amparo in-
directo en revisión que determinen la incon-
stitucionalidad para que la SCJN realice el
comunicado, bastará con que al resolverse un
recurso de revisión en el amparo indirecto,
declarándose la inconstitucionalidad de una
norma, se comunique a su emisor, a fin de
que tome las providencias correspondientes y
pueda enmendarla.

Esta comunicación parecería preventiva, a 
fin de que la autoridad emisora tomara con-
ciencia de la probable necesidad de modificar
la norma. Y es que si la autoridad no lo hace, 

habría que esperar a que surgiera jurispru-
dencia para que se le otorgaran los 90 días 
para rectificarla y, entonces sí, de no hacerlo, 
suprimir la norma del ordanamiento jurídico
nacional.
El tercer párrafo de la fracción II determina-
ba que cuando los órganos del Poder Judicial 
establecieran, en jurisprudencia por reitera-
ción, la inconstitucionalidad de una norma, 
la SCJN lo habría de comunicar a la autori-
dad emisora. Ahora, la nueva redacción pre-
cisa esta atribución a los Tribunales Colegia-
dos cuando en jurisprudencia por reiteración, 
o a la SCJN cuando en jurisprudencia por pre-
cedentes, determinen la inconstitucionalidad
de una norma, para que a través de sus presi-
dentes notifiquen a la autoridad emisora de
la norma declarada inconstitucional. La con-
clusión de este tipo de casos no varió en su 
redacción, pero sí en que si en 90 días no se 
supera la inconstitucionalidad, el Pleno de 
la Corte, siempre que se apoye en cuando 
menos 8 votos, decida la declaratoria de in-
constitucionalidad, con lo que quedará elimi-
nada del Sistema Jurídico Nacional.

En cuanto a la fracción VIII, su parte inicial 
sólo se modifica para adaptarla a la nueva 
estructura jurisdiccional relativa al cambio 
de Tribunales Unitarios a Tribunales Colegia-
dos de Apelación y a darle lugar a la igualdad 
de género, al incluir el término “las Juezas”. 

Sobre la fracción IX, que precisa la posibili-
dad del recurso extraordinario de revisión 
constitucional del amparo directo, que antes 
señalaba “siempre que fijen un criterio de 
importancia y trascendencia, según lo dispon-
ga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
en cumplimiento de los acuerdos generales 
del Pleno”, para cambiarlo “siempre que a jui-
cio de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción el asunto revista un interés excepcional
en materia constitucional o de derechos hu-
manos”. Además, se adiciona una frase final 
que precisa la improcedencia de recurso al-
guno contra el auto que deseche este recurso 
extraordinario de revisión constitucional, lo
que implícitamente permitiría recurrir a la
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admisión del recurso a otras partes diversas 
al promovente. Con este último añadido se le
concede un gran poder en esta materia al pre-
sidente de la SCJN, pues es él a quien corres-
ponde determinar la procedencia o impro-
cedencia del recurso extraordinario en trato. 
Ante tal situación, el presidente podrá de-
sechar recursos, sin que exista un medio de 
impugnación de su decisión, lo que implica 
una violación al derecho a la impugnación, 
previsto como derecho humano por la Con-
vención Americana sobre Derechos Huma-
nos. Acerca de la fracción XI, que determina 
ante quién deberán presentarse las deman-
das de amparo directo e indirecto, sólo se cam-
bia el término Tribunales Unitarios de Circui-
to por el de Tribunales Colegiados de Apela-
ción, el resto del contenido queda intocado. 

En la fracción XII, que sienta las bases para 
las competencias concurrente y auxiliar en 
materia de amparo indirecto, en su primer 
párrafo sólo se ajusta a la nueva estructura 
jurisdiccional, considerándose la variación 
de Tribunal Unitario de Circuito a Tribunal 
Colegiado de Apelación. En el segundo párrafo 
se sustituye el término Juez de Distrito por 
Juzgado de Distrito y el de Tribunal Unita-
rio de Circuito por el de Tribunal Colegiado 
de Apelación. Es sólo una adecuación semán-
tica.
	
En cuanto a la fracción XIII, su primer párra-
fo trata lo relacionado a la solución de las con-
tradicciones de tesis surgidas de amparos 
directos o indirectos en revisión emitidas 
por Tribunales Colegiados de Circuito de una 
misma región. Este último término sustituye 
al de “un mismo circuito”. Por tanto, la reforma 
tiene por objeto la desaparición de los Ple-
nos de Circuito, que resolvían las discrepan-
cias de tesis existentes en un circuito judi-
cial federal, para ahora reemplazarlos por 
los Plenos Regionales, que con seguridad 
abarcarán varios circuitos y que, conforme a
la reforma, según ya se expresó, serán verda-
deros órganos jurisdiccionales con las compe-
tencias que se les fijen en la ley orgánica res-
pectiva o en los acuerdos generales de la 

SCJN o del CJF.

El segundo párrafo, relativo a la discrepancia 
de criterios entre Plenos Regionales, en cuyo 
caso la decisión corresponderá al Pleno o las 
Salas de la SCJN, se adiciona el término feme-
nino Ministras a quienes pueden hacer la 
denuncia, y además le brinda esta atribución 
a los Plenos Regionales, en relevo de los de
Circuito.

Al tercer párrafo, que toca la discordancia de 
tesis entre las dos salas de la SCJN, la refor-
ma también le incorpora la igualdad de géne-
ro entre los posibles denunciantes de la mis-
ma: las y los Jueces de Distrito, el o la Fiscal 
General de la República, el Ejecutivo Federal, 
por conducto de la o el Consejero Jurídico del 
Gobierno. Sin embargo, al mencionar a los in-
tegrantes de la Corte omite la igualdad al sólo 
citar a Ministros, lo que también repite al alu-
dir al Ejecutivo Federal, lo que implica una
falta de técnica legislativa para privilegiar el
género.

El cuarto y último párrafo de esta fracción, 
que se refiere a los efectos de la resolución 
de la diferencia de criterios por el Pleno, las 
Salas de la SCJN y los Plenos Regionales, sólo 
varía para incluir el término Plenos Regiona-
les en sustitución de los Plenos de Circuito.
En la fracción XVI se modificó el tercer párra-
fo, correspondiente al cumplimiento sustitu-
to de la sentencia de amparo. Faculta ahora 
al órgano jurisdiccional que emitió la sen-
tencia, lo que antes era una facultad exclusi-
va de la SCJN para decretarlo de oficio cuando 
resultara más gravoso a la sociedad el cum-
plimiento.

Es de notar que, conforme a las disposicio-
nes transitorias, el Congreso de la Unión de-
berá emitir la legislación necesaria para im-
plementar la reforma constitucional dentro de 
un término de 180 días.

Sobre la transformación de los Plenos de 
Circuito en Plenos Regionales, se determina 
que las referencias legales a los primeros se
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entenderán aplicables a los segundos. Ins-
truye el constituyente en uno de los transi-
torios, a que el CJF adopte las medidas para 
la conversión de los Tribunales Unitarios de 
Circuito en Tribunales Colegiados de Apela-
ción, al igual que los Plenos de Circuito, en 
Regionales, estableciendo como lineamien-
tos que en cada entidad federativa exista 
cuando menos un Tribunal Colegiado de Ape-
lación. En cuanto a los Plenos de Circuito, se 
instruye que su establecimiento parta de la 
agrupación de Circuitos Judiciales Federa-
les según los volúmenes de trabajo y las
estadísticas de casos planteados y resuel-
tos, lo que implicará agrupar por cargas se-
mejantes para cada Pleno Regional. La duda 
se plantea respecto del Circuito de la Ciudad 
de México, donde sus asuntos pueden corres-
ponder a muchos de los Circuitos del país. Si 
se une con el Estado de México, entonces el 
resto del territorio podría formar otra región.

Conclusiones
Primera. La reforma toma en considera-
ción la igualdad de género, aunque lo hace 
parcialmente, pues en ocasiones se refiere 
únicamente en masculino, generando confu-
sión.

Segunda. El PJF se transforma organizacio-
nalmente al crear un nuevo órgano jurisdic-
cional en los Plenos Regionales, a los que con 
seguridad en el futuro la SCJN delegará atri-
buciones como resultado de la mutación de 
los Plenos de Circuito, que sólo dirimían con-
tradicciones de tesis entre Tribunales Cole-
giados de su circuito. Asimismo, al trans-
formar los Tribunales Unitarios de Circuito 
en Tribunales Colegiados de Apelación, tra-
tará de que las decisiones revisoras emana-
das de las competencias de dichos órganos
sean avaladas por la conjugación de tres cri-
terios, con base en su colegiación.

Tercera. Se suprime lo tocante a la ley de 
carrera judicial, para posibilitar su regulación 
a través de la ley, pero también de las disposi-
ciones que sobre ello emita la SCJN o el CJF.

Cuarta. El Instituto de la Judicatura Fede-
ral desaparece para dar paso a la Escuela Fe-
deral de Formación Judicial, la que se hará 
cargo de consolidar una auténtica carrera ju-
dicial, en la que los servidores públicos avan-
cen en función de concursos de oposición,
limitando también la discrecionalidad de los
nombramientos otorgados por jueces y ma-
gistrados.

Quinta. Se funda la facultad de la SCJN, para 
producir jurisprudencia por precedentes, lo 
que implica el fortalecimiento de la doctrina 
constitucional mexicana, pues serán los cri-
terios que sustenten una sentencia los que
fijarán el precedente obligatorio para toda la
judicatura nacional.

Sexta. La creación de los Plenos Regiona-
les a través de la unión de Circuitos, que im-
plica cuando menos dos, representa un pro-
blema por el alto índice de asuntos de la 
Ciudad de México, que corresponde al Primer 
Circuito, el que, si se une, dada su conurbación 
y cercanía, con el correspondiente al Esta-
do de México, la cantidad de asuntos que 
ventilan podría hacer que el resto de los 
circuitos fueran muy grandes en extensión, 
para nivelar el número de asuntos con ellos. 

Séptima. Al suprimir el recurso de reclama-
ción contra el auto de Presidencia que de-
seche la revisión constitucional en amparo 
directo, no sólo se le brinda gran poder de 
decisión al presidente de la SCJN, sino que 
también se limita a los justiciables su dere-
cho humano a la impugnación con el que antes 
contaban, violando el principio de progresi-
vidad que rige a los derechos humanos.

Octava. Al trasladar la capacitación de los 
defensores del Instituto Federal de la De-
fensoría Pública a la Escuela Federal de For-
mación Judicial y encomendarle a ésta los 
concursos de oposición para su ingreso y 
evolución en el servicio civil de carrera les 
brinda certeza en su trayectoria y equidad con
los miembros de la judicatura en la cali-
dad de la capacitación que se les otorgue. 
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